Algunas claves para definir la posición de la CPT ante el diseño del “mecanismo nacional” planteado por el Protocolo Facultativo.

El 23 de junio se hacen efectivas las ratificaciones de veinte estados preceptivas para la puesta en marcha del Protocolo Facultativo –fecha además cercana  al día internacional contra la tortura de NNUU, 26 de junio-. A partir de ese momento se abre un plazo de un año para diseñar el “Subcomité internacional” y para que cada estado ponga en marcha su propio “mecanismo nacional” en desarrollo del PF. 

Subcomité Internacional
Los Estados Partes someterán una nómina de candidatos a considerar como posibles miembros del Subcomité en un plazo no mayor a los 6 meses. El Subcomité se compondrá inicialmente de diez miembros elegidos por los Estados Partes. El primer Subcomité conformado tendrá la importante responsabilidad de elaborar y fijar los métodos de trabajo que se utilizarán para llevar a cabo el mandato de este órgano. Definirán su programa de visitas periódicas a los Estados Partes, y presentarán un informe anual al Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas haciendo sus recomendaciones y observaciones.
El Subcomité tiene un papel importante a jugar para fomentar la cooperación con los mecanismos nacionales de prevención, brindando directamente ayuda y asesoría técnica a los Estados Partes, en lo relativo al establecimiento y al buen funcionamiento de los mecanismos nacionales de prevención.
Los “mecanismos nacionales” de prevención
Una vez ratificado el Protocolo Facultativo, los Estados Partes tendrán la obligación de establecer o designar mecanismos nacionales de prevención, o mantener los que ya existen.

Algunos Estados deberán crear nuevas entidades, mientras que otros Estados, que ya cuentan con mecanismos similares, tendrán que decidir si cumplen plenamente con las obligaciones establecidas en el Protocolo Facultativo a más tardar un año después de la entrada en vigor del Protocolo Facultativo. El Protocolo Facultativo no precisa la forma exacta que han de tomar los mecanismos nacionales de prevención, por lo que los Estados Partes también gozan de cierta flexibilidad para definirla. La práctica nacional en distintas partes del mundo ofrece una gran variedad de mecanismos cuyo mandato es el de realizar visitas de monitoreo, como por ejemplo: comisiones de derechos humanos, oficinas del ombudsman (llamadas “defensorías” del pueblo o de los habitantes, o “procuradurías” de los derechos humanos), comisiones parlamentarias, organizaciones no gubernamentales, organizaciones de base, así como mecanismos mixtos cuya estructura combina varias de las entidades antes mencionadas. Cualquiera de estas entidades puede ser designada como “mecanismo nacional” según el Protocolo Facultativo, siempre y cuando satisfaga con los criterios en él contenidos.

Es deseable que si un Estado Parte opta por varios mecanismos nacionales de prevención con base en una división temática, o geográfica, cuente también con un ente coordinador a nivel nacional que sistematice la labor realizada por los diversos mecanismos nacionales de prevención. 
Los mecanismos nacionales de prevención tienen como mandato el realizar visitas periódicas a lugares de detención y el emitir recomendaciones para mejorar el trato y las condiciones reservadas a las personas privadas de libertad. Para ello podrán visitar con carácter irrestricto cualquier lugar de detención donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de su libertad, que se encuentre bajo la jurisdicción y el control de los Estados Partes.
Se establecen criterios y salvaguardias para el funcionamiento efectivo de mecanismos nacionales de prevención. De conformidad con el texto, los mecanismos nacionales deben contar las siguientes garantías:

• Independencia funcional;

• Capacidad y conocimientos profesionales requeridos para realizar su mandato; y

• Recursos necesarios para un funcionamiento eficaz.
Estas garantías específicas, permitirán a los mecanismos nacionales de prevención desarrollar su labor de manera independiente y sin interferencia alguna por parte del las autoridades del Estado. Para identificar candidatos apropiados y contar con un buen proceso de nombramiento, este debe ser transparente e involucrar consultas efectivas con organismos de la sociedad civil, tal como organizaciones no gubernamentales, asociaciones profesionales y sociales, universidades y otros expertos. De manera que la eficacia de los mecanismos nacionales de prevención sea garantizada, es imperativo que éstos sean integrados por personas que cuenten con la debida capacidad profesional y con un firme compromiso en materia de derechos humanos. Sería altamente deseable que los mecanismos nacionales de prevención se compongan de equipos multidisciplinarios que incluyan, entre otros, a abogados, médicos –incluyendo a expertos forenses–, psicólogos, representantes de ONG, así como a especialistas en derechos humanos, en derecho humanitario, en sistemas penitenciarios, y en administración policia. En consecuencia, los mecanismos nacionales de prevención tienen reconocidas las siguientes potestades:

• Acceso a toda información relativa al número de personas privadas de libertad, así como al número de lugares de detención y su localización;

• Acceso a toda información relativa al trato brindado a estas personas, así como a sus condiciones de detención;

• La posibilidad de realizar entrevistas con personas de su elección;

• Libertad de escoger cuáles lugares de detención serán objeto de visitas.
Los mecanismos nacionales de prevención no sólo tienen el mandato de realizar visitas, sino también de emitir recomendaciones a las autoridades, indicando las medidas a tomar para mejorar la situación. Los Estados Partes están igualmente obligados a tomar en cuenta las recomendaciones de los mecanismos nacionales y a entablar un diálogo sobre la posible implementación de dichas recomendaciones.

El Protocolo Facultativo invita a los mecanismos nacionales y al Subcomité a mantener intercambios sustanciales sobre los mejores métodos de trabajo y estrategias para prevenir la tortura y otros malos tratos. 

Organización de la campaña de sensibilización por el Protocolo Facultativo. 

Las ONG nacionales de derechos humanos y otras entidades de la sociedad civil serán uno de los actores claves de la campaña en cada país. En primer lugar, ejerciendo presión e influyendo en los distintos niveles de toma de decisión gubernamentales y sensibilizando a la opinión pública sobre la imperiosa necesidad de contar con un nuevo instrumento de prevención de la tortura. Ello en razón del conocimiento práctico del terreno y de las condiciones de detención imperantes en el país. Luego, sería deseable que desarrollen tareas de vigilancia de manera que el establecimiento del mecanismo nacional se haga previa consulta con la sociedad civil. Al no precisar el Protocolo la forma que deberán tomar estos mecanismos nacionales, queda siempre abierta la posibilidad para que entidades de la sociedad civil, con experiencia en materia de visitas a lugares de detención, puedan directamente participar en el órgano nacional -aunque esta posibilidad dependerá en gran parte de la voluntad del Estado de concederles un espacio en la estructura misma del mecanismo nacional- o verse asociadas de alguna manera. Una vez que el Protocolo sea plenamente operativo, estas tareas de vigilancia deberán mantenerse en aras de asegurarse que el mecanismo nacional trabaje de manera independiente y eficaz.
